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Primera
El Patrimonio Histórico es un bien jurídico
de carácter colectivo cuya protección penal
impone el ar tículo 46 de la Constitución. La
dimensión social de dicho bien jurídico viene
recalcada por los ar tículos 44 (acceso a la
cultura), 9.2 (par ticipación en la vida cultu-
ral) y 33.2 (función social de la propiedad)
de la Constitución española, que reflejan un
amplio consenso doctr inal previo, que se
plasma, prioritaria aunque no exclusivamen-
te, en los artículos 321 a 324 Código Penal.

Segunda
El ar tículo 321, al castigar a quienes derriben
o alteren edificios singularmente protegidos,
recoge un delito común. Las tesis que pre-
tendían limitar el ámbito de los sujetos acti-
vos a los profesionales de la construcción
han quedado definitivamente desechadas por
la Sentencias de la Audiencia Provincial de A
Coruña, Sección sexta de 7 de marzo de
2000 y del Tribunal Supremo, Sala de lo Pe-
nal de 26 de junio de 2001.

Tercera
El objeto material en el artículo 321 es el edi-
ficio singularmente protegido, en los términos
requeridos por el ar tículo 9.1 de la Ley del
Patrimonio Histórico español, al que se remi-
te el artículo 93 de la Ley del Suelo y que de-
clara: “gozarán de singular protección y tutela
los bienes integrantes del patrimonio histórico
español declarado de interés cultural por mi-
nisterio de esta Ley o mediante Real Decreto
de forma individualizada”. La protección penal
de los edificios que no gocen de singular pro-
tección compete al artículo 323. 

Cuarta
La conducta de la autoridad o funcionario des-
crita en el artículo 322 no puede ser calificada
como prevaricación específica agravada. Ni el
informe ni el voto que constituyen la conducta
típica de los párrafos primero y segundo pue-
den identificarse con la resolución prevarica-
dora del artículo 404. Así lo reconoce la defi-
nitiva Sentencia del Tribunal Supremo de 21
de febrero de 1994 que sienta doctrina ratifi-
cada por la del mismo Tribunal de 3 de febre-
ro de 1998. Aunque estas sentencias versan
sobre el artículo 319, la doctrina que recogen
es aplicable, mutatis mutandis, al artículo 322.

Quinta
El artículo 322 no tipifica, pues, formas espe-
cíficas del delito del artículo 321, pues en es-
te caso la pena debería ser superior a la pre-
vista en éste, que recoge un delito común.
Ni formas agravadas de prevaricación, pues
los elementos básicos de ambos delitos tie-
nen naturaleza diferente por más que las di-
ferencias dogmáticas no oculten, tampoco,
una evidente similitud entre ambos delitos
desde una perspectiva criminológica, a falta
de un tronco común, el uno no puede ser
una modalidad específica del otro. 

Sexta
Las dos acciones incriminadas, votación y re-
solución, se sitúan, cuando realizadas por un
órgano colegiado, en fases distintas, de suerte
que cuando se castiga al funcionario que vota
a favor se está adelantando la incriminación a
un momento anterior a aquél en que, por el
juego de las mayorías, la licencia es efectiva-
mente concedida. De modo que, siendo la
votación y la adopción de la resolución mo-
mentos distintos, hay que concluir que la re-
solución no es necesaria en todos los casos. Y,
a falta de resolución, no puede mantenerse,
tal como se adelantó, que estemos ante pre-
varicaciones específicas ratione materiae.

La resolución consiguiente a la votación es
un acto posterior impune. De otro modo, el
votante debería responder por el delito del
ar tículo 322 y, además, como coautor de un
delito de prevaricación. Lo que resulta con-
tradictorio con la pena prevista en este ar tí-
culo, que es de prisión o multa, además de la
pena establecida en el artículo 404.

Los votantes no son, pues, coejecutores de
un delito único de prevaricación: su respon-
sabilidad se individualiza en razón de la vo-
luntad que expresan.

Séptima
Como ocurre en el artículo 329, en la práctica,
el funcionario o autoridad a que alude el artí-
culo 322 actuará de acuerdo con el responsa-
ble del derribo o de la alteración, con lo que la
concurrencia de los demás elementos del artí-
culo 28.b) debe determinar la aplicación de la
pena correspondiente a los autores del derribo
o la alteración ilegales (artículo 321).

Así, el ar tículo 322 sólo es aplicable al fun-
cionario cuando su intervención no llega a
tener la entidad propia de la coautoría o de
la cooperación necesaria. De tenerla, es de
aplicación, en relación con el ar tículo 28.b),
el ar tículo 321, que además entraría en con-
curso con el 404.

Octava
Los bienes a que se alude en el ar tículo 323
no requieren la previa declaración de interés
histórico. La jurisprudencia maneja correcta-
mente una interpretación material y no for-
malista del citado precepto, otorgando pro-
tección penal a los bienes a causa de su valor
intrínseco y no de previas valoraciones admi-
nistrativas. Así lo declara la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Pontevedra, Sección
segunda de 11 de febrero de 1999.

Novena
La referencia en los ar tículos 321 y 323 a la
responsabilidad civil del “autor” debe enten-
derse hecha también a todos los criminal-
mente responsables del delito.
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